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DONDE  
QUEPAN TODAS  

LAS FAMILIAS
DE LA REDACCIÓN

Eliduvina Álvarez Moscoso tiene 75 años y lleva casi 
tres décadas residiendo en Factoría 7, un inmueble 
donde habitan en cuartos contiguos más de 10 fami-
lias, a una cuadra de la concurrida calle Monte, del 
municipio capitalino de Centro Habana, en la capital 
cubana.
“Vivía con mi hija y mi nieta, pero ellas emigraron 

hace 17 años y ahora están en Estados Unidos. Ocho 
años llevan sin poder venir. Vivo acá arriba sola y en 
el cuarto del segundo piso vive mi sobrina política, 
con sus dos niñas; ellas son mi apoyo. Imagina, yo me 
separé del padre de mi hija cuando era una bebé por-
que él se fue de Cuba, pero su familia siguió siendo la 
mía”, comenta a SEMlac Álvarez Moscoso.
Hasta hace muy poco, desde su puerta podía saludar 

cada día a Luis Pérez y Reinaldo Acuña, “dos vecinos 
de oro”.
“Eran pareja, sin que abiertamente lo dijeran. Una 

lo imaginaba, pero eso de ocultar la homosexualidad 
es cosa de mi generación. Luis murió primero y Rei-
naldo enfermó, se lo llevaron unos parientes porque 
los familiares de Luis reclamaron la casa y ahora el 
cuarto está ahí cerrado. Luego supimos que Reinaldo 
también falleció”, rememora Eliduvina.
Yanet Pérez Acosta, la sobrina de Eliduvina, se di-

vorció en 2018. “Vivo con mis hijas Bárbara y Sofía, 
de 12 y 13 años. Mi vecina Sandra tiene dos hijos ya 
adolescentes y los ha criado sola, así que lo que hay 
que hacer es mirar para adelante”, dijo Pérez.
Para Eliduvina, su edificio “es como un país en mi-

niatura. Por estos cuartos, en los años que llevo acá, 
han pasado todo tipo de familias”, comenta.
Lo que ella ha vivido y refiere, la psicóloga cubana 

Patricia Arés Muzio lo describe como que la familia 
en Cuba trasciende los estrechos marcos del hogar de 
convivencia, porque existe un sistema de relaciones 
mucho más abarcador: la “familia de interacción o 
ampliada”, un grupo de referencia y pertenencia más 
amplio, donde se incluyen los hijos adultos no con-
vivientes, los padres biológicos no custodios, otros 
parientes, la familia emigrada e incluso los vecinos 
y amigos. 
Todas esas personas conforman una red de sostén, 

apoyo material, instrumental y emocional que tam-
bién hay que considerar cuando se habla de familia; 
de ahí que resulta inevitable romper con la idea de 
un modelo único de funcionamiento y funcionalidad, 
y sea más adecuado hablar de las familias, en plural, 
afirma la psicóloga.

Lo esencial en una familia es la calidad de los vínculos 
afectivos y el cumplimiento de sus funciones, asegura la 
psicóloga Patricia Arés.
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Justamente, la diversidad fami-
liar que coexiste en la sociedad 
cubana actual determina la nece-
sidad de un nuevo Código de las 
Familias, asegura Yamila González 
Ferrer, vicepresidenta de la Unión 
de Juristas de Cuba.
En su opinión, es imprescindible 

contar con soluciones jurídicas in-
mediatas y especializadas para los 
disímiles conflictos familiares co-
tidianos.
Según Arés Muzio, estamos fren-

te a una sociedad donde la familia 
no se define por los ejes vinculares 
de la consanguineidad, la convi-
vencia, el parentesco o la conyu-
galidad. También son relevantes la 
consensualidad, la cohabitación, 
la adopción, el allegamiento y la 
tutelaridad. 
“En la actualidad, lo esencial en 

una familia es la calidad de los 
vínculos afectivos y el cumpli-
miento de sus funciones”, apuntó 
la entrevistada. 

DIVERSO ENTRAMADO  
FAMILIAR 
Arés Muzio insiste en que la di-

versidad y complejidad son ten-
dencias rectoras de las familias 
hoy, que han pasado de la insti-
tucionalidad tradicional a formas 
de unión más voluntarias, menos 
estigmatizadas y más innovadoras 
en su funcionamiento.
La psicóloga agrega que, de 

forma general, se mueven hacia 
modelos de relación más demo-
cráticos, dialógicos, simétricos 
y colaborativos; mientras sus es-
tructuras constan de pocos miem-
bros, distintas edades, géneros y 
orientaciones sexuales.
Subraya que las investigaciones 

en Cuba dan cuenta de un incre-
mento de las familias pequeñas y 
los hogares donde ambos cónyuges 
trabajan. Crece también la cifra de 
parejas que conviven sin formali-
zar su unión, desciende la fecundi-
dad y aumenta el número de hijos 
que nacen fuera del matrimonio.

Arés Muzio señala que “lo cohabi-
tacional” no será el elemento que 
marque siempre el fortalecimiento 
de la familia como subsistema de 
parentesco, pues surgen las unio-
nes de techo abierto, donde el 
vínculo de la relación familiar y de 
pareja se mantiene, independiente 
del espacio tradicional del hogar.
Hoy, agrega, se naturaliza la con-

sensualidad como vía para la for-
mación de pareja y familia, ganan 
espacio las familias monoparen-
tales y el “hogar glocal”, cuando 
uno de sus integrantes abandona 
el hogar tradicional, pero se man-
tienen relaciones y estrategias fa-
miliares a distancia.
Asimismo, en ese entramado 

coexiste un tipo de núcleo familiar 
aún no reconocido jurídicamente y 
poco visibilizado en las estadísti-
cas: las parejas homosexuales de 
uno u otro sexo.
En opinión de la socióloga Yailyn 

Rosales Sánchez, especialista del 
Centro Nacional de Educación Se-
xual (Cenesex), las lecturas hacia 
la familia, ya sea como institu-
ción o como grupo social, están 
permeadas por una lógica de re-
conocimiento de un modelo tradi-
cional, integrado por un hombre y 
una mujer y su descendencia. 
“Esta lógica de análisis permite 

explicar la forma en que las polí-
ticas sociales se han acercado a la 
familia, centrando sus intervencio-
nes en este modelo tradicional y 
heteronormativo. La lógica de las 
intervenciones ha estado orienta-
da hacia miembros específicos de 
la familia, obviando su papel como 
grupo o institución social. Ello no 
ha permitido que las dinámicas de 
las nuevas formas de familias lo-
gren entrar en los mecanismos de 
construcción de las políticas, lo 
cual debe ser revisado”, opina Ro-
sales Sánchez.  

El nuevo Código de las Familias deberá reafirmar la igualdad en el reconocimiento, 
goce y ejercicio de los derechos humanos para todas las familias.
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DERECHOS PARA TODAS LAS FAMILIAS
En la Cuba de 2021, además de la familia matrimo-

nial, nuclear, heterosexual, otros modelos deben ser 
reconocidos y protegidos en igualdad de condiciones, 
refiere por su parte González Ferrer. 
Afirma la jurista que ese es un mandato recogido 

en la Constitución de la República, cuyo artículo 81 
proclama el derecho de toda persona a constituir una 
familia y reconoce su multiplicidad de formas y vín-
culos, sean jurídicos o de hecho.
Para González Ferrer, un aspecto importante es que 

transparenta la voluntad política de protegerlas a to-
das por igual, de ahí que no haya unos tipos de fami-
lias más relevantes o importantes que otros.
“Estamos ante la necesidad de reconocer y garanti-

zar los derechos de aquellas familias que no los te-
nían reconocidos, lo cual no afecta ni limita al resto. 
En lo absoluto se trata de imponer un modelo, sino 
de respetar, reconocer y proteger a todos los que ya 
existen y que cada quien se acoja al de su preferen-
cia”, explica.
El nuevo Código de las Familias, que será valorado 

por el legislativo cubano y votado en referendo, de-
berá visibilizar a los actores presentes en esas cons-
trucciones familiares, algunos de los cuales pueden 
encontrarse en situaciones de vulnerabilidad. 

“Hablamos del reconocimiento a los derechos y las 
garantías de protección de niñas, niños y adolescen-
tes; de las personas en situación de discapacidad; 
adultas mayores; LGBTIQ+; víctimas de violencia in-
trafamiliar, que son mayoritariamente mujeres; cui-
dadoras, entre otras”, dice.  
De igual forma, la norma desarrolla las distintas ins-

tituciones jurídico-familiares, como el parentesco y 
la obligación de dar alimentos; el matrimonio con to-
dos sus elementos, dígase la formalización, derechos 
y deberes entre cónyuges, regímenes económicos y 
divorcio, entre otros. 
También la unión de hecho (constitución, pactos, 

extinción, etc.); la filiación (natural, adoptiva, asisti-
da, etc.); las relaciones parentales con su contenido, 
alcance, y elementos como la guarda y cuidado, la co-
municación y la extinción; así como las instituciones 
de guarda y protección (guardas, acogimientos, tute-
la, derechos y protección a personas adultas mayores 
y personas con discapacidad, entre otras), mencionó 
la jurista.
Igualmente considera que es un desarrollo necesa-

rio, en tanto existen problemáticas que atender en 
materia jurídica, como los numerosos casos de abue-
los y otros parientes, ya sean consanguíneos o afines, 
que son privados de comunicarse con los menores de 
la familia por decisión de sus padres y que no pueden 

Lo esencial en 
una familia es 
la calidad de los 
vínculos afectivos 
y el cumplimiento 
de sus funciones, 
asegura la psicólo-
ga Patricia Arés.
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solicitar un régimen de comunica-
ción a los tribunales.
Asimismo, ante la ausencia de 

los padres por razones de migra-
ción o cumplimiento de misiones 
en el exterior, quienes quedan al 
cuidado de los menores no pueden 
representarlos jurídicamente, su-
braya González Ferrer.
Otro asunto que debe solucionar 

el nuevo Código son los conflictos 
derivados de la falta de reconoci-
miento jurídico de matrimonios y 
uniones de hecho para las parejas 
del mismo género, que por años 
han sido afectadas en el orden pa-
trimonial y personal, ante separa-
ciones o fallecimientos, refiere. 
“La validación del modelo de fa-

milia heteronormativo y hetero-
centrista permite explicar cómo 
las políticas han interactuado con 
este en el contexto cubano, que-
dando fuera las que no cumplen 
con este modelo”, dijo Rosales 
Sánchez.
Hacer efectivo lo que dicta la 

Constitución en materia de reco-
nocimiento de los derechos de las 
personas a formar una familia, sin 
menoscabo de ninguna, es el pri-
mer paso para su inclusión como 
beneficiarias de las políticas so-
ciales, añade la especialista. 
De acuerdo con la jurista Ivón 

Calaña Pérez, del Cenesex, las fa-
milias homoparentales son las que 
se encuentran en una situación de 
mayor desigualdad. 
“Sabemos que los prejuicios, es-

tereotipos sexistas y todas aque-
llas subjetividades conformadas 
a partir del escenario patriarcal 
en el que vivimos, han incidido 
en que muchas personas no vean 
como legítimo este tipo de fami-
lia”, precisó.

La Constitución abre las puertas 
y hay un cambio muy notable con 
el reconocimiento de los derechos 
humanos para todas las personas. 
Asimismo, establece el principio 
de progresividad, por tanto, ya no 
se puede ir en retroceso, es nece-
sario avanzar, ampliar derechos, y 
ello le impone al resto de las leyes 
que están en proceso de modifica-
ción la obligación de realizar for-

mulaciones que permitan el ejerci-
cio efectivo de todos los derechos 
para todas las personas, incluyen-
do aquellas que tienen sexuali-
dades no hegemónicas, apunta la 
jurista.
No se trata solo del derecho a 

formalizar las uniones, sino a la 
comaternidad o la copaternidad, 
la reproducción asistida, la res-
ponsabilidad parental, el proceso 

Justamente la diversidad familiar que coexiste en la sociedad cubana actual 
determina la necesidad de un nuevo Código de las Familias que las proteja a 
todas por igual, bajo el precepto de que no hay tipos de familias más relevantes o 
importantes que otros.
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de adopción, la tutela o la protec-
ción ante la violencia intrafami-
liar, precisó.

UN CÓDIGO GUIADO POR 
LOS AFECTOS
A juicio de la jurista Yamila Gon-

zález Ferrer, el afecto, el amor, la 
solidaridad y la responsabilidad 
quedarán en lo más alto de los va-
lores familiares dentro del nuevo 
Código, que buscará un equilibrio 
entre la socio-afectividad y la 
consanguinidad.
Además, la norma debe fortale-

cer la responsabilidad familiar con 
la atención a sus miembros, tanto 
desde el punto de vista emocio-
nal, como educacional, formativo 
y económico, dice.
“El nuevo Código de las Familias 

busca igualdad en el reconocimien-
to, goce y ejercicio de los derechos 
humanos, se trata de lograr igual-

dad de oportunidades y del acceso 
a estas”, apunta González Ferrer.
Para la psicóloga Patricia Arés 

Muzio, lograr la funcionalidad de 
la familia y la calidad de sus re-
laciones afectivas es el gran de-
safío actual, cuando las personas 
las construyen con mayor libertad, 
oportunidades y derechos. 
“De igual manera, frente a los 

cambios en la sociedad y en las 
propias familias, constituye un reto 
aprender a preservar el núcleo bá-
sico de relación, comunicación y 
diálogo; la formación ética de los 
hijos, independientemente de las 
transformaciones o valoraciones 
morales; la contención de la infan-
cia; la asistencia mutua de la pare-
ja, y el cuidar de los ancianos y en-
fermos, por solo mencionar algunos 
elementos”, agrega la experta.
A su juicio, las familias necesi-

tan, más que nunca, políticas so-

ciales que las preserven y un orde-
namiento jurídico que dé amparo 
legal a las nuevas realidades. Tam-
bién de asistencia clínica, de pro-
gramas de atención y prevención, 
de escuelas para padres y del for-
talecimiento del vínculo escuela-
familia- comunidad.
El derecho a formar la familia que 

se desee conecta con el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, 
la libertad y la seguridad; con el 
derecho a la dignidad humana que 
proclama la Constitución, opina 
Calaña Pérez.
“Es un anhelo y desafío que no 

se logrará solamente con la modi-
ficación de normas y leyes. Es ne-
cesario también que las personas 
cambien su maneras de pensar, 
ancladas en resortes patriarcales 
obsoletos, que legitiman desigual-
dades y violencia y es necesario 
deconstruir”, concluye.
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CASARSE  
O UNIRSE, CON 

IGUALES  
DERECHOS

DE LA REDACCIÓN

Ileana Rodríguez Mola y Humberto Espinosa Rodrí-
guez se conocieron hace 45 años, cuando él tenía 19 
años y ella 16. Fueron novios, se casaron, se divor-
ciaron, no dejaron de ser pareja, tuvieron tres hijos 
y siguen viviendo juntos en la misma casa, donde 
Humberto creció.
“De todo ese tiempo, estuvimos casados unos cua-

tro años y nos divorciamos por cuestiones personales, 
pero continuamos con la relación, o sea, seguimos 
juntos como una unión de hecho. Así se le dice”, re-
lata a SEMlac Rodríguez Mola.
“No hemos sentido la necesidad de legalizarla for-

malmente, como un matrimonio, de nuevo. Nos ha 
ido bien así y no nos ha hecho falta para nada, en 
específico, trámites, formalidades. Al menos hasta 
ahora”, asegura.
“Sin embargo, cuando hay una relación de tantos 

años, es bueno reconocer los derechos de cada cual”, 
reconoce Rodríguez Mola.
Por eso, en su opinión, es un paso importante lo que 

propone el proyecto del nuevo Código de las Familias, 
que será llevado a consulta popular y referendo.
“Me parece que se debe reconocer todo ese tiempo 

de la pareja, aunque no esté formalizada la relación, 
y sin necesidad incluso de enmarcarla en matrimonio, 
porque no lo es; nosotros decidimos no casarnos”. 
Rodríguez Mola expone sus argumentos: quienes 

formalizan matrimonio ante notario, se divorcian y 
llevan poco tiempo de casados, ¿deben tener más 
derechos que una relación que esté sin formalizar y 
haya sido más larga?
“Para el caso es lo mismo, no veo la diferencia. Tie-

nen los mismos derechos y deberes, porque lo que 
les da derechos a cada pareja son los años que están 
juntos, ahí está la legalidad de esa relación”, insiste 
la entrevistada.

DERECHOS PARA TODOS 
LOS MODELOS FAMILIARES
Las fórmulas de relaciones de pareja que hoy confor-

man el entramado social cubano pueden ser tan diver-
sas como legítimas, desde el matrimonio hasta las lla-
madas uniones de hecho afectivas. Todas encuentran 
respaldo en el proyecto del Código de las Familias a 
múltiples derechos para los miembros de la pareja, que 
van más allá del reconocimiento a formar esa unión.

La propuesta abre la posibilidad de acudir al matrimonio 
o a la unión de hecho, como expresión de autonomía de la 
persona y con entera legitimidad y derechos.
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En un reciente artículo publicado en el sitio web 
Cubadebate, el profesor Leonardo Pérez Gallardo, pre-
sidente de la Sociedad cubana de Derecho de Fami-
lia, señaló que “tanto el matrimonio como la unión 
de hecho, según establece el artículo 82 de la Carta 
Magna, son fuentes de constitución de modelos fa-
miliares”.
A su juicio, ambas formas son expresión de que el 

afecto —denominador común— es el punto de re-
conocimiento e identificación de las distintas cons-
trucciones y estructuras familiares, cualquiera sea 
su naturaleza. “El afecto ha pasado el umbral de la 
psicología para tener valor jurídico y reconocimiento 
constitucional”, sostuvo.
Así lo refleja el proyecto de Código de las Familias 

que, en correspondencia con la Carta Magna, recono-
ce todas las formas de organización de las familias, 
creadas sobre la base de relaciones afectivas entre 
parientes, cualquiera sea su naturaleza, y entre cón-
yuges o parejas de hecho afectivas. 

Este reconocimiento va acompañado de la obliga-
ción del cumplimiento de los deberes familiares y so-
ciales, así como de la protección estatal de todos los 
modelos familiares.
Con un título dedicado al matrimonio y otro a la 

unión de hecho afectiva, el proyecto abre la posibili-
dad o alternativa de acudir al matrimonio o a la unión 
de hecho afectiva, como expresión de autonomía de 
la persona, considera Pérez Gallardo.
A la hora de definir el matrimonio, la nueva pro-

puesta legal lo asume como la unión entre personas 
con capacidad legal para ello, de manera que abre la 
posibilidad para que cualquier pareja pueda acceder 
a este, con independencia de su orientación sexual 
e identidad de género. Esto les permite también es-
tar protegidos legalmente en cuanto a patrimonio, 
herencia y otros aspectos, como el derecho de ali-
mentos.
Como novedad también, el proyecto de nuevo Có-

digo posibilita que los cónyuges escojan el régimen 
económico que deseen para el matrimonio: comuni-

Algunas bodas simbólicas de parejas no heteroseuxles, como la de Telma y Gladita, podrían finalmente hacerse realidad con total 
legalidad y acceso  los derechos que se derivan de ese acto.
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dad de bienes, separación de bie-
nes y mixto, ya que anteriormente 
solo era posible la comunidad de 
bienes.
Explicó Pérez Gallardo que si no 

se ha pactado entre los cónyuges 
un régimen económico, “se presu-
mirá que es el de la comunidad ma-
trimonial de bienes”. Se entenderá 
que todos los bienes adquiridos a 
título oneroso —es decir, con los 
ingresos de ambos miembros de la 
pareja— son comunes, además de 
otros que la propia norma dispon-
dría. 
A su vez, se regula la presunción 

de carácter común de los bienes 
adquiridos durante la vida matri-
monial, a menos que el cónyuge 
que así lo considere pruebe el ca-
rácter propio de un bien, apunta.
El reconocimiento judicial de las 

uniones de hecho afectivas es otra 
novedad de la normativa. Para 
ello, las personas deben ser mayo-
res de edad; no estar unidas por 
vínculos de parentesco en línea di-
recta, ascendente y descendente, 
los hermanos y demás parientes 
colaterales hasta el tercer grado, 
excepto que se trate de parientes 
afines; no estar casados, ni man-
tener otra unión de hecho afecti-
va simultánea, instrumentada por 
acta notarial e inscripta; mantener 
un proyecto de vida afectivo en 
común permanente durante al me-
nos dos años; y tener un compor-
tamiento frente a terceras perso-
nas como una pareja con vínculos 
afectivo-familiares.
Según precisa en su artículo Pé-

rez Gallardo, las uniones de hecho 
se basan igualmente en la auto-
nomía de la pareja que, sin dis-
tinción de género alguno, decide 
de mutuo acuerdo hacer vida en 
común, lo cual no significa nece-

sariamente que sea bajo un mis-
mo techo. “Es decisión también de 
la pareja determinar si esa convi-
vencia afectiva supondrá o no una 
convivencia física”, puntualiza.
El jurista refiere que esta familia 

gozará de protección jurídica, aun-
que no quiere decir que sea idénti-
ca a la que deriva del matrimonio 
en lo que atañe a los miembros de 
la pareja. “Que no sea idéntica no 
quiere decir en modo alguno que 
se jerarquiza la familia nacida del 
matrimonio, sino que se adecua el 
Derecho al modelo familiar por el 
que se ha optado, en respeto tam-
bién a las diferencias”.
Pérez Gallardo destaca que, ac-

tualmente, el Derecho cubano no 
protege la unión de hecho, sino 
el matrimonio, y es la convivencia 
entre los miembros de una pareja 
la base fáctica para el éxito de la 
acción de reconocimiento judicial 
de la unión matrimonial no forma-
lizada. 
Aclaró que “la unión de hecho 

como convivencia afectiva de dos 
personas existe al margen de su 
reconocimiento legal; para que se 
viva en unión de hecho no hace 
falta formalidad alguna, no se re-
quiere que una autoridad la legi-
time”. 
Sin embargo, si esa pareja busca 

protección jurídica deberá presen-
tarse ante notario a los efectos de 
probar la existencia de la unión. 
En caso de no haber acuerdo o 
haber fallecido uno de sus inte-
grantes, necesitará acudir ante el 
tribunal para el reconocimiento de 
la unión de hecho afectiva, ya ex-
tinguida por muerte o por decisión 
de, al menos, uno de los miembros 
de la pareja. Pasos necesarios para 
generar los derechos y deberes que 
la ley establece.

 
GARANTÍAS PATRIMONIA-
LES Y OTRAS  
PROTECCIONES
Uno de los aportes más significa-

tivos del proyecto del Código de 
las Familias es la posibilidad de la 
pareja de decidir sobre los temas 
patrimoniales, en cualquiera de 
las modalidades de unión que haya 
elegido.
“La pareja casada –a diferencia 

de lo que establece el presente 
Código de Familia de 1975– pue-
de elegir el régimen económico 
que más se ajuste a su proyecto 
de vida. Se respeta así la libertad 
y autonomía de los cónyuges. Y se 
responde así a un reclamo social”, 
reitera Pérez Gallardo. 
De la misma manera, la pareja 

unida afectivamente podrá deter-
minar cómo se regirá su vida en 
el orden patrimonial. “Tiene plena 
libertad para ello. Es una unión de 
hecho, no un matrimonio. Si nada 
pacta, se entenderá que cada uno 
de sus miembros tiene la adminis-
tración y disposición de los bienes 
que posee a su nombre”, aclara el 
jurista.
“En cualquiera de los dos casos, 

ya sea matrimonio o unión de he-
cho, el anteproyecto establece un 
conjunto de reglas que tienden a 
proteger al miembro más vulne-
rable de la pareja, que busca for-
talecer la solidaridad familiar, el 
respeto al trabajo doméstico y a 
proscribir toda manifestación de 
violencia familiar y de género. Son 
normas de alcance general, aplica-
bles en cualquier escenario fami-
liar”, sostiene.
Sobresale la vocación social y el 

sentido de solidaridad hacia las 
personas vulnerables, en tanto el 
texto prevé la atribución a favor, 
principalmente de uno de los cón-
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yuges, de alguno de los bienes co-
munes, cuando tras la disolución 
del vínculo se proceda a liquidar 
esa comunidad de bienes y dividir-
la entre dos. “Para ello se tendrá 
en cuenta la situación de discapa-
cidad en la que pueda encontrarse 
uno de los cónyuges, para favore-
cerlo con determinado bien que 
le pueda brindar mayor utilidad”, 
destaca el jurista.
La propuesta da posibilidad tam-

bién a que, tanto en el matrimonio 
como en las uniones de hecho, se 
atribuya el derecho de uso y dis-
frute de la vivienda al cónyuge o 
miembro de la pareja que, por de-
terminadas circunstancias previs-
tas en la norma, lo necesite. 
De esta manera, ante el divor-

cio o disolución del vínculo y aun 
cuando la vivienda sea propiedad 
exclusiva de uno de sus integran-
tes, se le puede atribuir el dere-
cho de vivirla al otro miembro de 
la pareja, por un plazo razonable 
de tres años, si tiene la guarda y 
cuidado de hijas e hijos menores 
de edad; si esa descendencia está 
en situación grave de discapaci-
dad, aunque fueran mayores de 

edad; o cuando se acredita la ex-
trema necesidad de una vivienda 
y la imposibilidad de procurársela 
en forma inmediata, dada la situa-
ción de vulnerabilidad en que se 
encuentra esa persona, explica Pé-
rez Gallardo. 
Ello implica que, sin despojar de 

la propiedad al propietario del in-
mueble, quien esté en situación 
de necesidad tendrá el derecho 
de uso y disfrute del inmueble por 
ese plazo, siempre que esta sea 
del otro miembro de la pareja, no 
de terceros (amigos, suegros, cu-
ñados, etcétera). “Se trata de un 
correctivo legal que busca darle 
una función familiar a la vivienda 
de residencia permanente de los 
cónyuges o de esa pareja afecti-
va”, señala.
La protección jurídica que plan-

tea la propuesta trasciende, in-
cluso, el área patrimonial, pues el 
texto reconoce el aporte econó-
mico que significa el trabajo en el 
hogar y prevé que, cuando corres-
ponda, el Tribunal puede disponer 
como compensación el derecho a 
continuar en el uso y disfrute de 
los bienes de la comunidad, hasta 

que se aprueben judicialmente las 
operaciones de la liquidación. De 
la misma manera, puede determi-
narse una pensión alimenticia a la 
expareja vulnerable, ante determi-
nadas circunstancias.
En tanto, el artículo 72 reconoce 

los cuidados como un aporte eco-
nómico a la familia y el 77 esta-
blece que “la división tradicional 
de roles de género y funciones 
durante la convivencia de los cón-
yuges no puede dar lugar a conse-
cuencias económicas perjudiciales 
para ninguno de ellos. Se reconoce 
el valor de las contribuciones in-
directas, incluidas las de carácter 
no financiero, en la adquisición de 
los bienes acumulados durante el 
matrimonio, por lo que el trabajo 
en el hogar es computable como 
contribución a las cargas”.
Por otra parte, el ejercicio de la 

violencia familiar puede derivar en 
cambios del régimen económico 
del matrimonio, pues este puede 
ser un motivo para solicitar la se-
paración judicial de bienes dentro 
de la vigencia del matrimonio. En 
estos casos, se establece que, al 
momento de la liquidación de la 
comunidad matrimonial de bienes, 
el agresor pierde su derecho a la 
parte que le corresponde en aten-
ción a la valoración que realice el 
Tribunal sobre la violencia ejercida 
y sus consecuencias.
“El Código que juntos vamos a 

construir pretende ofrecer alter-
nativas a las personas. Es un Có-
digo flexible, que apuesta por la 
diversidad, entendida esta no solo 
como la diversidad de modelos fa-
miliares. Las alternativas son va-
riadas, a los fines de ajustarse al 
proyecto de vida de las personas”, 
sentenció Pérez Gallardo.
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¿MI HIJO ES MÍO?
POR LIRIANS GORDILLO PIÑA

Las frases “mi hijo es mío”, “yo hago con él lo que 
quiera”, “soy tu padre y haces lo que yo digo” parecen 
sentencias de un manual que pasa de una generación 
a otra. Pero esas concepciones están cambiando en 
Cuba.
“No soy de las que apoya la frase ‘mi hijo es mío’. 

Los hijos e hijas no son una propiedad, son personas 
independientes que una guía, ayuda, educa y que tie-
nen bien claro sus gustos, ideas y emociones”, dice 
a SEMlac Lidia Riso, una madre habanera de 38 años.
Para Riso, mamá de dos pequeños, superar esa vi-

sión de la parentalidad implica apostar por el diálogo, 
establecer derechos y límites sin violencia y educar 
para que sus hijos sean capaces de tomar decisiones. 
Ella no es la única en ese empeño, unas 1.732 per-

sonas se le  unen en el grupo Crianza Respetuosa, en 
Telegram. Este servicio de la Facultad de Psicología 
y la Sociedad Cubana de Psicología, con apoyo de 
Unicef, acompaña a padres, madres y cuidadores, con 
el fin de promover el bienestar psicológico de las in-
fancias y adolescencias.
La psicóloga Roxanne Castellanos es una de las es-

pecialistas que coordina el grupo en la red virtual y 
defiende la crianza positiva, pues conoce los perjui-
cios de concebir a niñas y niños como una propiedad.
“La expresión ‘es mío’ suele incluso utilizarse cuan-

do se les señalan a madres y padres determinadas 
cuestiones que son nocivas para el desarrollo de los 
hijos. Entonces te dicen: “mi hijo es mío y yo lo crío 
como quiera”, explica Castellanos. 
Esas creencias se conectan con concepciones jurídi-

cas vigentes en el país, como la patria potestad. “Ese 
es un término muy arraigado en la cultura patriarcal 
y expresa mucha posesión sobre los niños”, opina la 
especialista al referirse a esa figura legal, vigente en 
el actual Código de las Familias de 1975.
Pese a que la ley cubana, aprobada 45 años atrás, 

fue considerada de avanzada por sus contenidos, los 
cambios ocurridos en las últimas décadas han ge-
nerado nuevas realidades familiares y, sobre todo, 
nuevos enfoques en relación con los derechos de las 
infancias.
“Desde hace 30 años, los estándares jurídicos en 

torno a la infancia cambiaron y nuestra legislación 
también está llamada a abrazar el término de res-
ponsabilidad parental”, argumenta Ivón Calaña Pérez, 
jefa del departamento jurídico y de relaciones inter-
nacionales del Centro Nacional de Educación Sexual 
(Cenesex).

Derechos de las infancias y responsabilidad parental van de 
la mano en el nuevo proyecto del Código de las Familias.
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Castellano coincide con la jurista 
en que la responsabilidad parental 
sería positiva, pues redundaría en 
un mayor protagonismo de infan-
tes y adolescentes en la vida fa-
miliar, que sean más escuchados y, 
particularmente, que los aportes 
de las ciencias sociales sean teni-
dos en cuenta, se respeten y ajus-
ten con flexibilidad a la realidad 
de las familias.
Para la psicóloga cubana, urge 

este cambio ante la existencia de 
problemáticas que necesitan ser 
atendidas desde este enfoque, en-
tre ellas la erotización infantil, la 
educación desde muy pequeños en 
los estereotipos de género y mo-
delos de belleza excluyentes, el di-
seño de una rutina cotidiana en la 
que prácticamente no tienen tiem-
po para el ocio y el descanso, el 
sobreconsumo de las tecnologías 
y el maltrato infantil, entre otras. 

Pero ¿qué significa la responsa-
bilidad parental y qué cambios 
traería al ámbito jurídico y social 
cubano? 
Ivón Calaña opina que la Con-

vención de los Derechos del Niño 
(1989) implicó un giro en el abor-
daje del estatus del niño y la niña, 
no solo en la teoría sino, especial-
mente, en la práctica.
Ese nuevo paradigma, explica Ca-

laña, implica sustituir el término 
patria potestad por responsabili-
dad parental, como una institución 
que engloba derechos y obligacio-
nes para el logro de la autonomía 
plena de hijos e hijas.
“Los derechos de los padres no 

son universales o inamovibles, 
sino que son limitados y existen 
solo en tanto sean necesarios para 
promover los derechos del niño y 
la niña, en atención a su capaci-
dad progresiva. Más que una cues-

tión terminológica, de modificar 
un término por otro, se trata de 
entender su esencia y alcance”, 
afirma la experta.
Asumir ese enfoque más partici-

pativo y dialógico tiene desafíos 
para las familias y también para la 
sociedad cubana.
“En nuestro contexto, contem-

pla grandes desafíos, pues enten-
der que niños y niñas tienen los 
mismos derechos que los adultos, 
más aquellos derechos especia-
les por su condición, implica que 
se les promueva y garantice una 
participación activa, que puedan 
expresar sus criterios y que estos 
se tengan en cuenta, en todos los 
ámbitos de su desenvolvimiento, 
pero principalmente en el marco 
de la familia. La crianza y la edu-
cación no significa una relación de 
subordinación”, agrega Calaña.
Lidia Riso conoce algunos retos, 

pues para ella tampoco ha sido fá-
cil asumir esta perspectiva al inte-
rior de su familia.
“Es complicado porque, primero, 

tiene que cambiar una en la forma 
de ver la crianza y cambiar incluso 
el entorno. Las familias que con-
viven con generaciones mayores 
la tienen más difícil porque, en 
sentido general, no todo el mundo 
acepta que esta es la forma más 
adecuada para educar a los hijos”, 
afirma esta madre cubana.

CAMBIOS A FAVOR 
El proyecto de Código de las Fa-

milias, publicado para su consulta 
popular desde el 17 de noviembre, 
puede apoyar los esfuerzos de ma-
dres, padres y especialistas a favor 
de una crianza positiva.
La versión publicada reconoce, 

desde sus primeros artículos, que 
niñas y niños son sujetos de de-
rechos y establece el alcance y 

“Los derechos de los padres no son universales o inamovibles, sino que son  
limitados y existen solo en tanto sean necesarios para promover los derechos  
del niño y la niña, en atención a su capacidad progresiva”, explica  
la jurista Ivón Calaña.
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límites de la responsabilidad pa-
rental en sustitución de la patria  
potestad.
Por ejemplo, el artículo cinco in-

cluye un amplio repertorio de de-
rechos de las infancias, entre ellos 
el derecho a la participación en la 
toma de las decisiones familiares 
que atañe a sus intereses; a vivir 
en familia y a disfrutar de la con-
vivencia familiar y comunitaria; 
la corresponsabilidad parental y 
recibir acompañamiento y orienta-
ción acorde a la evolución de sus 
facultades para el ejercicio de sus 
propios derechos.
También se incluye el derecho al 

libre desarrollo de la personalidad; 
crecer en un ambiente libre de vio-
lencia y ser protegido contra todo 
tipo de perjuicio, abuso, negli-
gencia o explotación; el derecho 
al descanso, al juego, al esparci-
miento y a las actividades recrea-
tivas; el derecho a la identidad; a 
la información; a la comunicación 
familiar; al honor, a la intimidad y 
a la propia imagen. Con una mira-
da cercana al contexto mediático 
virtual se incluye, incluso, el de-
recho a un entorno digital libre de 
violencia.
Todos estos derechos deben ser 

garantizados por quienes ejerzan 
la responsabilidad parental, según 
indica el proyecto, que también  
establece el alcance de esa res-
ponsabilidad.
La responsabilidad parental “in-

cluye el conjunto de facultades, 
deberes y derechos que corres-
ponden a las madres y a los pa-
dres para el cumplimiento de su 
función de asistencia, educación 
y cuidado de sus hijas e hijos me-
nores de edad, que inciden sobre 
su ámbito personal y patrimonial 
y que son ejercitados siempre en 
beneficio del interés de estos y de 
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acuerdo con su capacidad, autono-
mía progresiva, el libre desarrollo 
de su personalidad y su grado de 
madurez”, refiere el documento.
El término responsabilidad paren-

tal tiene alrededor de 150 entra-
das en el proyecto de ley y se le 
dedica el Capítulo 1 del Título V, 
correspondiente a las Relaciones 
Parentales. Allí se establecen los 
contenidos de esta institución le-
gal, aspectos relacionados con su 
titularidad y ejercicio; la delega-
ción voluntaria y temporal de la 
responsabilidad parental, así como 
la prohibición explícita de formas 
inapropiadas de disciplina, entre 
otros temas.
“El ejercicio de la responsabilidad 

parental ha de ser respetuoso de la 
dignidad y de la integridad física 
de niñas, niños y adolescentes”, 
estipula el artículo 142, en su in-
ciso dos.
Aunque queda por delante un 

proceso de análisis público y refe-
rendo del Código de las Familias, 
el proyecto adelanta transforma-
ciones importantes.
La jurista Ivón Calaña subraya la 

importancia de asumir un camino 
coherente con la actual Constitu-
ción de la República y la amplia-
ción de derechos que pauta para la 
sociedad cubana.
“El enfoque de protección in-

tegral de los derechos del niño y 
la niña, que incluye su reconoci-
miento como sujetos de derechos, 
genera un impacto positivo en el 
bienestar de ellos y ellas; es por 
eso que se reconoció constitucio-
nalmente en el artículo 86 de la 
Constitución, donde además se 
declaran responsables al Estado y 
a la sociedad en general de brin-
darles especial protección para ga-
rantizar su desarrollo armónico e 
integral”, concluye la abogada.
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¿TENER MÁS DE 
DOS APELLIDOS?

DE LA REDACCIÓN

Una relación sentimental, una separación, un nuevo 
amor y el nacimiento de un hijo. Una vida familiar 
feliz y luego la muerte de la madre. La historia podría 
ser común si no fuera porque, tras el fallecimiento de 
ella, el esposo y hasta ese minuto padre del pequeño 
de dos años, conoció que su niño tenía un padre bio-
lógico diferente.
La historia que se narra ocurrió en Argentina, pero 

puede suceder en cualquier país. El nuevo padre que-
ría estar en la vida del menor y su condición le otor-
gaba ese derecho, a la luz de las leyes argentinas. 
Pero, ¿cómo desplazar a ese otro padre que amó y cui-
dó al pequeño durante dos años de vida, al único que 
el niño reconoce como tal?, se preguntaba la jueza 
Ana María Carriquiry antes de dictar sentencia sobre 
el proceso que suscitó este caso, en agosto de 2021.
El amor fue la respuesta. Ambas partes pusieron por 

encima el beneficio del niño y acordaron la solicitud 
a los tribunales del reconocimiento de la pluriparen-
talidad, de forma que quedara reconocida la triple 
filiación del menor: una madre, un padre biológico y 
un padre socioafectivo. 
Se trata de multiplicar afectos en clave de derechos 

humanos, como se dijo en la audiencia correspon-
diente al caso, donde ambos padres no hablaron de 
sustitución o desplazamiento, sino de sumar afectos.
La sentencia dictó que ambos tendrían los mismos 

derechos y deberes y se emitió una nueva acta de na-
cimiento en la que se añadió al nombre del pequeño 
el apellido del progenitor biológico, seguido del ape-
llido del progenitor socioafectivo y el de su madre.
Pero la sentencia tiene un valor que trasciende la 

vida de ese pequeño, al “contribuir a la conformación 
de un derecho de las familias verdaderamente plural 
e inclusivo”, sostuvo la jueza.
De acuerdo con Carriquiry, la primera vez que se 

reconoció una triple filiación fue en Ontario, Canadá, 
decisión que resaltaba el concepto actual de fami-
lia más allá del tradicional de la familia “matrimo-
nializada”, entre hombre y mujer, y entendida como 
“cláusula abierta”, sin excluir a las formadas en la 
afectividad. 
“El juez no es un mero lector de la ley y no debe 

temer a nuevos derechos”, afirmaba la sentencia co-
rrespondiente a ese proceso.
A juicio del profesor Leonardo Pérez Gallardo, presi-

dente de la Sociedad cubana de Derecho de Familia, 
la sentencia argentina ilustra derechos que en Cuba 
pueden quedar reconocidos con el nuevo Código de 

Los afectos deben ser alentados y reconocidos, nunca  
suprimidos ni eliminados.
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las Familias, texto que se pondrá 
a disposición de expertos y de la 
población para aportar criterios, 
antes de conformar el proyecto 
que se llevará ante la Asamblea 
Nacional y a referendo popular.
El cambio de enfoque de filiación 

hacia el parentesco puede tener un 
impacto muy positivo en el diverso 
entramado familiar cubano, dijo.

MULTIPARENTALIDAD, UN 
CAMINO DE DERECHOS
Para la Doctora en Ciencias Ju-

rídicas Ana María Álvarez-Tabío 
Albo, no se puede hablar del dere-
cho al reconocimiento a un tercer 
o más apellidos sin antes reflexio-
nar sobre la noción de parentali-
dad como función y construcción 

cultural que rebasa el simple dato 
biológico; la posibilidad del reco-
nocimiento de la multiparentali-
dad y sus diversas fuentes, y los 
efectos jurídicos que desata la fi-
liación.
“Las nuevas maneras de orga-

nizarse la familia se distancian 
cada vez más del modelo que se 
sustenta en indicios genético-bio-
lógicos, en los cuales la sexuali-
dad está ligada a la reproducción, 
la reproducción a las relaciones 
heterosexuales, las relaciones he-
terosexuales al matrimonio y el 
matrimonio a la familia”, apunta 
a SEMlac la profesora titular de la 
Facultad de Derecho de la Univer-
sidad de La Habana.

Ello ha incidido de manera esen-
cial en la concepción de la filia-
ción y sus formas específicas de 
manifestación —la maternidad y 
la paternidad—, como construc-
ciones socioculturales que superan 
su dimensión estrictamente bioló-
gica, dice.
“Los nuevos escenarios se mue-

ven en torno a la disociación entre 
lo consanguíneo y las funciones 
parentales, entre lo biológico y lo 
social, e incluso con una valora-
ción privilegiada de esto último y 
las transformaciones que ello ge-
nera, las cuales deben ser enfren-
tadas por el Derecho. Los afectos 
deben ser alentados y reconocidos, 
no suprimidos y eliminados”, ase-
vera Álvarez-Tabío.

En los distintos tipos de familia se asumen responsabilidades parentales que es 
necesario reconocer.
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De acuerdo con la académica, 
esta nueva mirada influyó signifi-
cativamente en el surgimiento en 
las ciencias sociales del enfoque 
de la “parentalidad”, que permi-
te distinguir mejor entre quienes 
son primeramente nombrados, en 
referencia a su papel de procrea-
ción o de genitores (biología); los 
instituidos por el derecho (adop-
ción) y la función de padre y ma-

dre, susceptible de ser asumida por 
una pluralidad de actores, en un 
momento dado, sean o no los pro-
genitores.
“Como regla, todo hijo e hija tie-

ne, a lo sumo, una doble filiación, 
principio binario sobre el cual se 
ha estructurado históricamente el 
derecho filial, aunque puede tra-
tarse de un solo vínculo, en los ca-
sos de monoparentalidad”, dijo la 

jurista. Sin embargo, ya es posible 
que eso cambie, si se reconoce la 
multiparentalidad, añadió.

VÍNCULOS DIVERSOS
Según la entrevistada, los múlti-

ples vínculos filiatorios incluyen, 
por ejemplo, a las parejas de ma-
dres que involucran al donante de 
semen; o las de padres que invo-
lucran a la mujer que lleva a tér-
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mino el embarazo o dona el óvulo, 
siempre con el auxilio de alguna 
técnica de reproducción humana 
asistida. 
“La multiparentalidad que se ge-

nera por estas vías desafía una de 
las principales presunciones socia-
les y culturales grabadas por siglos 
en la ley, por la que un hijo o hija 
solo puede tener una madre y un 
padre a efectos jurídicos, o en el 
caso de las familias homoparenta-
les, dos madres o dos padres; mien-

tras se excluye del reconocimiento 
de esa condición a otras personas, 
cuya contribución ha hecho posi-
ble la concepción de una criatura”, 
dijo Álvarez-Tabío.
De esta forma se teje una red 

de relaciones jurídicas inéditas, a 
partir del ejercicio del derecho a 
la voluntad de ser madres y padres 
por al menos tres personas, que 
pasan a convertirse en titulares de 
todas las obligaciones y derechos 

que emanan de ese vínculo, pun-
tualiza.
Dicha filiación, construida socio-

afectivamente, también necesi-
ta ser reconocida por el Derecho, 
“siempre que genere lazos previos 
tan fuertes y significativos en la 
vida de los niños, niñas y ado-
lescentes, que merezcan de pro-
tección como forma de respetar y 
satisfacer su interés superior y su 
derecho humano a vivir en fami-
lia”, detalla la jurista. 
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Ello conlleva no solo el reconocimiento de nuevos 
lazos, sino también repensar el Derecho lejos de los 
prejuicios y en el respeto de los derechos humanos 
consagrados en la Constitución.
La filiación construida socio-afectivamente puede 

estar presente en múltiples situaciones, como en el 
caso de los identificamos en el lenguaje común como 
padrastros y madrastras; en el vínculo que se gene-
ra por vía de la adopción, sin que se renuncie a los 
existentes con el progenitor o la familia de origen; 
o en los que surgen a partir del reconocimiento de 
una filiación paterna, a sabiendas de que no existen 
vínculos consanguíneos entre ese padre que reconoce 
y el niño o niña.
La experta refiere que, en la realidad cubana, son muy 

frecuentes las familias reconstituidas, recompuestas 
o ensambladas, por el alto índice de separaciones o 
divorcios y la conformación de segundas, terceras o 
cuartas relaciones, en las cuales se asumen responsa-
bilidades parentales por parte de las nuevas parejas.
Si bien no existe un dato exacto sobre el particular 

en Cuba, nadie duda de su presencia cada vez más 
visible. “Lo que se ha denominado ‘progenitura afin’ 
no es otra cosa que reconocer en el plano jurídico la 
ampliación de los lazos socioafectivos que un niño o 
adolescente puede generar con las nuevas parejas de 
sus progenitores y que de ningún modo ni necesaria-
mente busca reemplazar o excluir a estos, especial-
mente, al no conviviente”, destaca la profesora. 
De acuerdo con la jurista Ivón Calaña Pérez, del Cen-

tro Nacional de Educación Sexual, sobran ejemplos 
de ese tipo de relaciones, que pueden ser traducidas 
en roles paternos y maternos, pero que no tienen un 
reconocimiento desde lo legal.
Para Álvarez Tabío, a partir del reconocimiento de la 

figura de las madres y padres afines en el entramado 
familiar y en las relaciones afectivo-filiales, estos de-
jan de ser fantasmas.
“El derecho les nombra, legitima, legaliza y puede 

asignarles una función clara dentro de la dinámica 
de las familias ensambladas; al reconocerles como in-
tegrantes necesarios del núcleo familiar, los rescata 
del limbo familiar, social y jurídico en que se encuen-
tran”, destaca.
Álvarez Tabío significó que reconocer las nuevas 

responsabilidades de integrantes de las familias re-
constituidas, acompañado del reconocimiento legal y 
social de las parejas de los progenitores, permite la 
inclusión de otros derechos, como los permisos labo-
rales o la toma de decisiones (sanitaria, educativa, 

etc.) con respecto a la persona no vinculada biológi-
camente, pero de la cual se hacen cargo.
La situación anterior puede derivar o no en lo que 

se conoce como la adopción por integración. En es-
tos casos, lo que se pretende es sumar a la pareja 
del padre o madre biológicos sin que ello implique, 
necesariamente, que se extingan, sustituyan o res-
trinjan los vínculos con el progenitor biológico o con 
su familia de origen.

MÁS APELLIDOS O LA SUMA DE AFECTOS
En Cuba no es extraño que un hombre reconozca al 

hijo de su pareja, a sabiendas de no ser su progenitor, 
los llamados reconocimientos de complacencia; y que 
después de consolidada una robusta relación afectiva 
filial entre ambos, aparezca el padre biológico a re-
clamar lo que jurídicamente considera es su derecho, 
señala Álvarez Tabío.
“Con el reconocimiento de la multiparentalidad, si 

la persona ya tenía un padre y una madre, nada im-
pide que se sume ese referente afectivo significativo 
para el menor”, apunta la jurista. Por ello es posible 
y justo que se adicione un apellido más en el campo 
de la filiación y dos nombres más en el campo de los 
abuelos, indica. 
La inclusión en el registro de más de dos apellidos, 

en aquellos casos donde más de un padre o madre 
desempeñan funciones parentales, solo beneficia a 
los niños, al otorgarles todos los derechos derivados 
de esa relación. “¿Y qué derechos serían estos? Los 
que tiene un niño en relación con su padre y madre y 
viceversa: apellido, cuidado, alimentación, parentes-
co, comunicación, herencia”, detalla.
En opinión de la experta, argumentos como que “la 

sociedad cubana no está lista” o que “el niño se verá 
expuesto a las burlas de otros”, utilizados durante 
décadas para justificar múltiples inequidades como, 
por ejemplo, evitar el reconocimiento de hijos extra-
matrimoniales, no pueden seguir empleándose para 
restringir la filiación a la idea de dos: madre y padre. 
“El Derecho debe respetar la diversidad y la realidad 

de cada familia. La supresión de cualquiera de estos 
actores parentales sería un menosprecio a la digni-
dad, un desdén de la igualdad y una jerarquización de 
las familias”, asegura Álvarez Tabío.
“Y ello debe tener, como parte de su consagración, 

la opción de que figuren más de dos apellidos o la 
triple inscripción filial, en cumplimiento acabado de 
los preceptos de la Convención sobre los Derechos del 
Niño en relación con preservar su identidad y relacio-
nes familiares”, concluye.
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HACER VISIBLE 
LA VIOLENCIA

POR DIXIE EDITH

Cualquier legislación de familia que se apruebe en 
Cuba debe visibilizar todas las manifestaciones de 
violencia que ocurren al interior de los hogares y 
disponer reglas de alcance general para atenderlas, 
coinciden juristas locales.
A las puertas del proceso de consulta popu-

lar y aprobación de un nuevo Código de las Fami-
lias, especialistas han identificado múltiples re-
tos para una norma jurídica cuya versión, vigente 
desde 1975, necesita atemperarse a la contempo-
raneidad, pero también a la actual Carta Magna. 
“La violencia familiar, en cualquiera de sus manifes-
taciones, se considera destructiva de las personas 
implicadas, de las familias y de la sociedad, y es san-
cionada por la ley”, expresa el Artículo 85 de la Cons-
titución de la República aprobada en 2019.
A juicio de  Yamila González Ferrer, vicepresidenta 

de la Unión Nacional de Juristas de Cuba (UNJC), esta 
proyección “es abarcadora de los tres ámbitos en los 
que la violencia en el espacio familiar incide nega-
tivamente y que no se pueden perder de vista: el 
individual, el familiar y el social”, explicó a SEMlac.
“En ese mismo sentido, el precepto abre su abanico 

protector a todas las manifestaciones en que puede pre-
sentarse esta violencia”, precisó la también profesora de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de La Habana. 
González identifica “tres modos significativos en que 
se da la violencia familiar”, entendiendo que, al in-
terior de los hogares de tradición patriarcal, el po-
der se ejerce atendiendo a dos líneas fundamentales: 
el género y la generación. De este modo, enumera 
la existencia de violencia de género, contra perso-
nas adultas mayores o con capacidades diferen-
tes y también contra niñas, niños y adolescentes. 
Si bien el maltrato físico es el más evidente e iden-
tificado, a juicio del también jurista Leonardo Pérez 
Gallardo, presidente de la Sociedad Cubana de Dere-
cho de Familia, existen “otras formas más silenciosas, 
que hacen tanto o más daño, y que están presentes 
también en la cotidianidad cubana, como la violencia 
psicológica y manifestaciones de la violencia econó-
mica”.

SIN ALTERNATIVAS
Viviana Ferro es una sobreviviente de violencia eco-

nómica. Tiene 62 años de edad, fue maestra toda la 
vida y desde hace una década tuvo que mudarse de La 
Habana a su natal Holguín, ya que al separarse de su 
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pareja, perdió hasta los derechos 
sobre la vivienda que compartían.
“Cuando nos unimos, tanto él 

como yo habíamos tenido un ma-
trimonio anterior y no queríamos 
volver a pasar por la historia de 
las firmas. No eran tiempos para 
fiestas tampoco, pues fue jus-
to a inicios de los años noventa, 
en medio de la crisis económi-
ca. Simplemente, nos mudamos 
juntos”, narra Ferro a SEMlac. 
“Los dos teníamos hijas, pues él 
cuidaba a la suya desde que su exes-
posa se fue de Cuba de forma ilegal. 
Las niñas enseguida se aceptaron 
como hermanas y, aunque al prin-
cipio pasamos mucho trabajo, todo 
se fue acomodando”, rememora. 
Años después, una de las hijas 
marchó a vivir con la madre al 
extranjero. La de Ferro se gra-
duó, aplicó a una beca de maes-
tría en Europa y tampoco regresa. 
“Las cosas empezaron a ir mal. 
Ahora pienso que es como si el 
único objetivo de nuestra pareja 
hubiera sido criar a las niñas. Las 
peleas comenzaron a ser diarias y 
de pronto él tenía otra mujer más 
joven y me pidió que me fuera de 
la casa. Hasta me amenazó con 
traer a la policía”, detalla.
“Traté de llevarlo a juicio para 

permutar y tener una casa, pero 
primero había que hacer un reco-
nocimiento legal de la unión y eso 
no fue posible. Uno de sus amigos 
testificó en mi contra y, aunque las 
niñas trataron de mandar declara-
ciones juradas, no hubo manera”.
Casi llegando a la edad de jubila-

ción, esta mujer tuvo que abando-
nar la ciudad en que había vivido 
desde los 18 años y mudarse con 
una hermana, querida pero lejana, 
casi en el otro extremo del país. 
“Él nunca me dio un golpe, pero la 

impotencia es casi peor”, confiesa 
Ferro a SEMlac.
Según Pérez Gallardo, en los últi-

mos años se ha agudizado la pre-
sencia de violencia económica en 
Cuba. A formas similares a la vivi-

da por Ferro, se agregan ahora las 
que derivan, por ejemplo, del ejer-
cicio del trabajo por cuenta propia. 
“Muchas familias están susten-
tadas en el trabajo de varios de 
sus integrantes porque funcionan 



24

como pequeñas empresas familia-
res, aun cuando no tienen ese es-
tatuto jurídico porque Cuba no lo 
reconoce”, precisó Pérez Gallardo. 
“En esos casos, muchas veces la 
mujer que forma parte de esa em-
presa siente la violencia del es-
poso que, en una proporción nada 
desdeñable, es quien administra y 
dispone de los recursos económi-
cos”, detalla.
Para el también profesor univer-

sitario, son más graves las situa-
ciones de aquellas mujeres que no 
están incorporadas al trabajo, por 
lo cual su sostén económico es el 
hombre. Más cuando tienen hijas 
o hijos.
“El padre y exesposo regatea la 

pensión alimenticia –que muchas 
veces no alcanza a cubrir todos los 
gastos de un menor– y entonces la 
mujer queda desvalida, desprotegi-
da, vulnerable. Ahí hay un susten-
to claro de violencia económica, 
además de la violencia psicológica 
agregada que se manifiesta”, resu-
me el experto.

HERENCIAS EN CONTEXTO
A fines de 2016, una inédita sen-

tencia del Tribunal Supremo en un 
caso de reconocimiento judicial 
del matrimonio confirmó la nece-
sidad de incorporar enfoques de 
género y de derechos a la legisla-
ción familiar.
El reclamo de reconocimiento 

judicial de la unión –justo lo que 
hubiera necesitado Ferro– fue 
presentado, en este caso, por un 
hombre contra una mujer y en to-
das las instancias jurídicas previas 
al Tribunal Supremo esa unión fue 
reconocida pues, a juicio de quie-
nes lo evaluaron, se cumplían to-
dos los requisitos formales.
La mujer, sin embargo, siguió 

apelando con el argumento de que 
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llevaba años siendo víctima de violencia. El Tribunal 
Supremo, finalmente, no otorgó el reconocimiento, 
a partir de consideraciones que eran inusuales en la 
práctica judicial cubana de ese momento, según cri-
terios especializados.
La jueza apeló al artículo 25 del actual Códi-

go de Familia, el cual establece que “los cónyuges 
deben vivir juntos, guardarse la lealtad, la con-
sideración y el respeto debidos y ayudarse mu-
tuamente”, y asumió que cuando se habla de res-
peto y consideración no puede existir maltrato. 
Por tanto, “si se reconocía la unión, se estaba va-
lidando la violencia”, detalla entonces a SEMlac  
González Ferrer.
A su juicio, en ese caso “hubo una interpretación evo-

lutiva y dinámica del Código de Familia, que data de 1975 
y no menciona la violencia en ninguna de sus partes”. 
Un quinquenio después de esa sentencia, especialis-
tas coinciden en que estamos en otro momento y el 
nuevo Código de las Familias debe establecer las con-
secuencias jurídicas que puede provocar la violencia 
en el régimen económico del matrimonio, en materia 
hereditaria o en la responsabilidad parental, cono-
cida tradicionalmente como  patria potestad, entre 
otros asuntos.
“O sea, mostrar las herramientas para enfrentar esas 

violencias y las consecuencias jurídicas que, en las 
distintas instituciones, puede traer la violencia en 
cualquiera de sus manifestaciones, y en todo el ac-
tuar del andamiaje familiar”, considera Pérez Gallardo.
Todas las formas de violencia “tienen que tener un 

reconocimiento expreso, una identificación absolu-
tamente intencionada en el Código de las Familias”, 
apunta, por su parte, Ana María Álvarez-Tabío Albo, 
profesora titular de la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad de La Habana.
También se deben incluir pronunciamientos explíci-

tos acerca de cómo protegerlas a través de mecanismos 
efectivos, de consecuencias jurídicas palpables deri-
vadas del hecho de violencia”, precisa Álvarez-Tabío. 
“Por ejemplo, en el caso de la violencia de género en 
las relaciones de pareja, tiene que existir una conse-
cuencia jurídica dirigida a la posible participación o 
no de los bienes que se hayan adquirido en común du-
rante ese matrimonio o unión”, explica la profesora.

“En relación con los hijos e hijas, debe tener un 
efecto sobre la posibilidad de mantener o no la titu-
laridad o el ejercicio de la responsabilidad parental, 
aun cuando la violencia no haya sido ejercida direc-
tamente contra los menores. O tiene que establecerse 
alguna incidencia sobre las decisiones de la guarda y 
cuidado, o sobre la amplitud o la restricción del régi-
men de comunicación”, agrega Álvarez-Tabío.

ARTICULACIÓN EN LUGAR DE MAGIA
Pero el Código de las Familias no va a tener “la varita 

mágica en materia de violencia en el espacio familiar 
o de violencia de género”, considera Álvarez-Tabío.
“El enfrentamiento a la violencia tiene que atrave-

sar todo el ordenamiento jurídico. Cada norma que se 
dicte, desde las de mayor hasta las de menor rango, 
debe tener una mirada de género que contribuya con 
el enfrentamiento o la prevención de los hechos de 
violencia”, reflexioa.
Una ley integral no sobraría, pero “una sola ley no 

va a tener todas las respuestas. Las respuestas deben 
venir desde todos los ámbitos de la sociedad, porque 
a toda la sociedad le afectan estas situaciones”, in-
siste Álvarez-Tabío.
Para la experta, eso también pasa por la capaci-

tación de las personas que, de una manera u otra, 
tienen que interactuar con estos hechos, incluida la 
policía, maestras y maestros o el personal de la salud, 
entre otras.
“Por eso es tan importante que desde ya tengamos 

protocolos de actuación en todos los ámbitos don-
de se puedan presentar estas circunstancias”, acotó. 
Gonzáles Ferrer coincide. En su opinión, “el perfeccio-
namiento legislativo en esta materia debe alcanzar 
también ámbitos como el penal familiar y el procesal 
civil, familiar y penal, lo que fortalecería el espectro 
de protección ante situaciones de violencia.
“De igual forma, es imprescindible la sensibilización 

y capacitación permanente y sistemática de profesio-
nales del Derecho, para garantizar una interpretación 
y aplicación de nuestras normas jurídicas desde la 
perspectiva de género”, agrega González Ferrer.
A juicio de Pérez Gallardo, el nuevo Código no supri-

mirá las violencias, “pero es como las vacunas, que 
no lograrán impedir que las personas contraigan la 
covid-19, pero sin duda evitará compromisos mayores 
de su salud o incluso de muerte”.
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EDAD  
DEL MATRIMONIO 

EN LA MIRA
POR DIXIE EDITH

A las puertas del proceso de consulta y aprobación 
de un nuevo Código de las Familias en Cuba, legislar 
acerca de la edad mínima para contraer matrimonio 
se ha convertido en eje de múltiples debates prota-
gonizados por especialistas del Derecho, la Psicología 
y otras ciencias sociales.
Un criterio de consenso ya reflejado en la nueva 

propuesta de legislación elimina la autorización ex-
cepcional a las niñas para casarse —con permiso 
parental—, a partir de los 14 años de edad y a los 
varones a partir de los 16.
Más allá de la naturalización de estereotipos machis-

tas que implica que esa excepcionalidad fuera  menor 
en dos años para el caso de las muchachas, la dis-
pensa también arrastraba implicaciones para el pleno 
ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos.
El Código de Familia vigente en el país caribeño, 

aprobado en 1975 como Ley.1289, establece en su Ar-
tículo 3 que pueden “formalizar el matrimonio la 
hembra y el varón mayores de 18 años de edad”.
Sin embargo, también dispone que ambos padres o 

tutores legales —o uno de ellos, en caso de fuer-
za mayor— tienen autoridad para “autorizar ex-
cepcionalmente y por causas muy justificadas” la 
formalización de la unión en menores de esa edad, 
“siempre que la hembra tenga por lo menos 14 años 
cumplidos y el varón 16 años, también cumplidos”.
Tal facultad pueden ejercerla también abuelas o 

abuelos —maternos o paternos—, siempre otor-
gando preferencia a quienes convivan con la mu-
chacha o muchacho.

DE HISTORIAS Y CIFRAS
Lisania Ruíz tiene 19 años y vive con su tía desde 

poco después de cumplir los 15, cuando salió embara-
zada y sus padres casi la obligan a casarse. 
“Pasó cuando estaba terminando la secundaria; te-

nía un novio mayor que yo y salí embarazada. Cuando 
se lo dije, él estaba mudándose para empezar la uni-
versidad en otra provincia y no quiso saber nada más 
de mí. Mis padres se pusieron muy mal y decidieron 
casarme con un compadre de ellos que vivía en el 
campo”, narra Ruíz.
La muchacha, nacida en Sibanicú, un pueblo situado 

a medio camino entre las provincias de Camagüey y 

En 2019 se registraron 918 matrimonios de jóvenes entre 
14 y 17 años, muchos de ellos con parejas bastante  
mayores. Por solo citar un ejemplo, en 11 de los casos  
los hombres tenían más de 50 años.
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Las Tunas, a más de 550 kilómetros 
de la capital de la isla, pidió auxi-
lio a una tía materna, quien desde 
hacía ya varios años se había mu-
dado para La Habana.
“Mi tía me fue a buscar, discutió 

fuerte con mis padres y me trajo 
con ella. Pude hacerme el aborto 
casi por los pelos, porque ya te-
nía varias semanas de embarazo; 
terminé un técnico medio en in-
formática y ahora voy a empezar 
Comunicación Social en el curso 
por encuentro. Con mi mamá hablo 
a veces, pero mi padre nunca más 
ha querido ni saber cómo estoy”, 
detalla Ruíz.
Esta muchacha estuvo a punto 

de engrosar la cuenta de las cerca 
de 5.000 adolescentes menores de 
18 años que se casaron entre 2014 
y 2019, según datos de la Oficina 
Nacional de Estadísticas e Infor-
mación (Onei). 

Solo en ese último año se regis-
traron 918 matrimonios de jóve-
nes entre 14 y 17 años, muchos de 
ellos con parejas bastante mayo-
res. Por solo citar un ejemplo, en 
11 de los casos los hombres tenían 
más de 50 años.
Especialistas advierten que las 

uniones tempranas esconden otras 
desigualdades vinculadas con los 
desequilibrios de poder al interior 
de la pareja, provocadas muchas 
veces por grandes diferencias de 
edad.
La última edición de la Encues-

ta de Indicadores Múltiples por 
Conglomerados (Mics), realizada 
en 2019 por el Ministerio de Salud 
Pública con apoyo del Fondo de 
Naciones Unidas para la Infancia 
(Unicef), arrojó que 6,2 por ciento 
de las mujeres entre 15 y 49 años 
se había casado o unido antes de 
los 15 años.

Mientras, otras investigaciones 
han constatado la persistencia 
también de uniones tempranas no 
legalizadas, muchas veces relacio-
nadas con embarazos prematuros, 
según confirmó la psicóloga Matil-
de Molina Cintra, subdirectora del 
Centro de Estudios Demográficos 
(Cedem), de la Universidad de La 
Habana.
En opinión de Pérez Gallardo, “las 

uniones consensuadas en estas 
edades suponen un desafío extra” 
para la nueva legislación de fami-
lia. Se trata de uniones no regis-
tradas y fuera del alcance de la ley.
Entre las propuestas que incorpo-

ra el nuevo Código se incluye el re-
conocimiento legal de la unión de 
hecho. A juicio del experto, aun-
que los menores de edad tampoco 
podrán legalizar uniones de hecho 
con valor jurídico como alternati-
va al matrimonio, urge seguir tra-
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bajando en disminuir las uniones 
informales en esa población.

QUE EL CICLO  
NO SE REPITA
Para Molina Cintra, detrás de 

muchas uniones tempranas existe 
una clara influencia de las dinámi-
cas que ocurren en muchos de los 
hogares. 
“Las muchachas suelen repetir 

patrones aprendidos de formación 
temprana de las familias, a partir 
de uniones formalizadas o no, con 
embarazos prematuros asociados”, 
explica a SEMlac.
La jurista Yamila González Ferrer 

considera que subsisten prejuicios 

en algunos padres, madres y fami-
liares, que compulsan a sus hijas a 
contraer matrimonio cuando tie-
nen sus primeras relaciones sexua-
les o cuando salen embarazadas, 
reconoció durante los debates en 
torno a la presentación en Cuba 
del lnforme Estado de la Población 
Mundial 2021, del Fondo de Pobla-
ción de Naciones Unidas (Unfpa), 
centrado en la autonomía corporal.
Tanto las uniones como el matri-

monio o el embarazo temprano in-
fluyen en el desarrollo psicosocial 
de las adolescentes, alertó Molina. 
Las muchachas, sobre todo, suelen 
interrumpir sus estudios y, como 
consecuencia, pierden autonomía 
física, política, económica o en la 
toma de decisiones, mucho más 
ante un embarazo o parto.
Estas muchachas y muchachos 

“no están aptos aún para formar 
una familia, pues están concluyen-
do su etapa de formación, no han 
alcanzado la suficiente madurez y 
responsabilidad para ocuparse de 
los asuntos propios y mucho menos 
para hacerse cargo del manteni-
miento de una familia y un hogar, 
toda vez que ni siquiera cuentan 
con edad laboral para tener una 
independencia económica”, expli-
ca González Ferrer, vicepresidenta 
de la Unión Nacional de Juristas 
de Cuba.
Desde el punto de vista jurídico, 

además, al tener el matrimonio el 
efecto de emancipar a las perso-
nas menores de edad, estas ya no 
quedan protegidas legalmente por 
sus progenitores, aunque poste-
riormente se divorcien, lo que en 
edades tan tempranas y vulnera-
bles tiene muchos riesgos.
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DERECHO  
A CONFORMAR  

UNA FAMILIA  
LIBRE DEL  
ESQUEMA  

PATRIARCAL
POR LIRIANS GORDILLO PIÑA

Liusba no tuvo otra opción que recurrir a una in-
seminación casera para realizar su sueño y derecho 
de ser una madre lesbiana. Durante todo el proceso 
sobrellevó el sufrimiento, el temor al fracaso por se-
gunda vez y la posibilidad de serias complicaciones 
de salud.
“Si no hubiese hecho ese sacrificio, no tendría el 

regalo más grande del mundo, que es mi hija. Real-
mente fue duro. En medio de todo el proceso, le dije 
a mi pareja que no quería, me sentía mal, porque no 
es lo mismo cuando estás en una clínica, con la aten-
ción de especialistas”, cuenta Liusba Grajales Guerra 
a SEMlac.
La también activista por los derechos de las perso-

nas LGBTIQ (lesbianas, gays, bisexuales, trans, inter-
sexuales y queers) ha conformado una familia junto 
a su pareja Lisset Díaz Vallejo y las hijas que juntas 
ven crecer: Laura, concebida por Lisset, y la pequeña 
Ainhoa, fruto del empeño y sacrificio de ambas. La 
familia reside en la ciudad de Santa Clara, a unos 280 
kilómetros de La Habana.
Liusba y Lisset optaron por un camino propio porque 

se habían quedado sin opciones y decidieron empode-
rarse con todos los conocimientos a su alcance para 
reproducir en casa los procedimientos que se realizan 
en las instituciones médicas. Liusba aprendió sobre 
el ciclo de ovulación, midió su temperatura corporal, 
encontró insumos alternativos y en el segundo inten-
to logró quedar embarazada. 
“Insisto en que es muy duro psicológicamente por-

que hay a quien no le resulta, sé de mujeres que 
lo han intentado varias veces. De poder acceder a 
una institución médica, me hubiese podido ahorrar 
las afecciones que padecí en parte del embarazo, el 
trauma psicológico, la posibilidad de desarrollar un 
cáncer cérvico uterino, entre otras complicaciones”, 
relata esta madre lesbiana. 
Hasta el momento, las opciones de conformar una 

familia para las parejas homosexuales en Cuba se re-
ducen a acceder a servicios de reproducción humana 
asistida en el extranjero —una posibilidad que muy 
pocas personas pueden costear—, tener relaciones 
heterosexuales en contra de su orientación sexual, 
simular un matrimonio heterosexual ante los servi-
cios del Programa de atención a la pareja infértil o 
asumir por cuenta propia la inseminación casera.

En Cuba, las parejas homoafectivas tienen pocas opciones 
para cumplir el sueño y el derecho de formar una familia.



30

Todas estas posibilidades tienen 
impactos en la salud mental y físi-
ca, en la economía de las parejas 
y en sus derechos. Por ejemplo, al 
incluirse una tercera persona en la 
ecuación y no existir mecanismos 
legales que reconozcan la unión y 
la familia homoparental, se corre 
el riesgo de enfrentar complejos 
procesos de reclamación de la pa-
ternidad.
¿Por qué exponerse a tantos 

riesgos sin la seguridad del éxi-
to? La respuesta es sencilla: esas 
personas luchan por el derecho 
humano a conformar una familia, 
enfrentando la ausencia, hasta el 
momento, de mecanismos que lo 
garanticen.
El modelo de familia binario y he-

tero patriarcal es el principal freno 
que prevalece en leyes, reglamen-
tos e interpretaciones jurídicas 
que rigen la reproducción humana 
asistida y la adopción en Cuba.
Ese esquema rige en el vigente 

Código de la Familia (1975), prin-
cipal ley  rectora de los protocolos 
del Programa nacional de atención 
a la pareja infértil, creado en 2016.
Esa vía cuenta con indicadores 

que avalan su éxito y calidad cien-
tífica: en 2020 se lograron 7.027 
embarazos, el mayor número des-
de la creación del programa. Las 
autoridades de salud cubanas han 
destacado la importancia del pro-
grama y los esfuerzos realizados 
para mantenerlo, pese a sus cos-
tosas tecnologías, en medio de la 
pandemia y el bloqueo.
Sin embargo, ninguna de estas 

dificultades es motivo de la exclu-
sión de las parejas homoafectivas 
de los servicios de reproducción 

humana asistida, a los cuales acu-
dieron 25.774 parejas en 2020.
La socióloga Yailyn Rosales Sán-

chez, especialista del Centro Na-
cional de Educación Sexual (Cene-
sex), realizó un estudio de dicho 
programa con el fin de hacer su-
gerencias para la inclusión de las 
familias homoafectivas en sus 
servicios. Rosales estudió el regla-
mento y protocolos de la política 
gubernamental y entrevistó a pa-
rejas de lesbianas y gays, además 
de profesionales de la salud.
Según pudo confirmar en la ver-

sión actualizada de 2019, el regla-
mento establece que pueden acce-
der al servicio las parejas unidas 
en matrimonio formalizado y las 
unidas sin formalización, según el 
Código de Familia vigente. También 
las parejas infértiles que procedan 
de las consultas especializadas de 
infertilidad.
El estudio deja en claro que “es-

tas parejas deben cumplir con los 
requisitos de maternidad y pa-
ternidad, definiendo los roles de 
madre y padre que avala el sis-

tema patriarcal”. En consecuen-
cia, las parejas homosexuales y 
las mujeres solteras quedan fuera 
del programa.
Esta concepción viola la Ley de 

Salud Pública de 1983, la cual es-
tablece en su artículo 4, inciso a, 
“el reconocimiento y garantía del 
derecho de toda la población a que 
se atienda y proteja adecuadamen-
te su salud en cualquier lugar del 
territorio nacional”.
La fuerte cultura patriarcal y los 

consecuentes prejuicios machistas 
y homofóbicos también median en 
los procesos de adopción.
Reportes de prensa recientes re-

conocen los pasos complejos y di-
latados de este proceso en Cuba, 
que entre otros motivos inciden en 
el número de adopciones llevadas 
a cabo en tiempos recientes.
“En los últimos cinco años, en 

los hogares de niños y niñas de 
cero a seis años sin amparo fami-
liar se han dado en adopción 13 
infantes. En los casi dos años de 
enfrentamiento a la pandemia de 
la Covid-19, se encuentran en ese 

Liusba Grajales Guerra 
asegura que es un mito que 
las mujeres lesbianas no 
desean ser madres, solo que 
lograrlo es un via crucis 
para la mayoría.
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proceso cuatro niños, pertenecien-
tes a estas mismas instituciones”, 
reportó el periódico Granma en ju-
lio pasado.
Especialistas afirman que se ne-

cesita de un proceso de actua-
lización jurídico en temas rela-
cionados con la responsabilidad 
parental —en sustitución de la 
patria potestad—, el derecho pro-
gresivo de infantes dentro del pro-
ceso, los pasos y requisitos para la 
adopción.  
Manuel Vázquez Seijido, subdi-

rector del Centro Nacional de Edu-
cación Sexual (Cenesex), aclara a 
SEMlac que la ley no distingue en 
cuanto a estado civil u otras ca-
racterísticas de las personas adop-
tantes.
“La idea instalada de que la adop-

ción, al amparo del vigente Código 
de la Familia, es exclusiva para fa-
milias formadas a partir del matri-
monio de personas heterosexuales 
no tiene sustento legal. Me atrevo 
a conjeturar que influyeron en ese 
erróneo posibles interpretaciones 
del requisito contenido en que exi-
ge del adoptante “tener las condi-
ciones morales y haber observado 
una conducta que permitan presu-
mir, razonablemente, que cumplirá 
respecto al adoptado los deberes 
que establece el artículo 85” (rela-
tivos a la patria potestad)”, afirma 
el abogado.
“Por supuesto, me refiero a inter-

pretaciones respaldadas en prejui-
cios respecto a las personas por 
su orientación sexual, identidad 
o expresión de género, e incluso, 
respecto a la posibilidad de que 
personas solteras pudieran ser 
aptas para asumir tan importante 

tarea en la vida”, agrega el subdi-
rector del Cenesex.
Vázquez Seijido alerta que los 

prejuicios se encuentran en cual-
quier estatus social y diversos gra-
dos de instrucción. 
“También los podemos ver en per-

sonas que toman decisiones políti-
cas a distintos niveles, que prestan 
servicios públicos, que enseñan en 
nuestras escuelas y universidades, 
que administran justicia, en perso-
nas jóvenes, entre otras”, afirma.
Diferentes mitos se esgrimen y 

naturalizan como excusas para 
negar derechos y excluir a las fa-
milias y parejas homoafectivas. El 
interés superior de infantes suele 
ser una de las justificaciones para 
oponerse a la adopción y repro-
ducción humana asistida como 
derecho de personas homosexua-
les y trans.
“Es verdaderamente preocupante 

que, basadas en prejuicios, algu-
nas personas prefieran que niños, 
niñas y adolescentes permanez-
can en estado de indefensión o en 
condiciones de vida precarias, an-
tes que ser acogidos por personas 
con sexualidades no heterosexua-
les, que tienen la voluntad y las 
posibilidades de garantizarles una 
familia”, reflexiona el jurista.
Liusba coincide en que estas son 

justificaciones carentes de susten-
to científico, ético y humano. Des-
de su experiencia, las familias solo 
se diferencian por la calidad afec-
tiva y los valores que defienden.
“Creo que el mayor mito en torno 

a las familias homoparentales es 
que niños y niñas pueden desarro-
llar conductas homosexuales; eso 
es lo más ridículo e irónico que se 

escucha porque, hasta ahora, vi-
viendo en familias y una sociedad 
que te educa para ser heterosexual, 
¿cómo se explica que las personas 
homosexuales lo seamos?”, pre-
gunta la activista lesbiana.

DERECHOS FRENTE A  
PREJUICIOS, EL EMPUJE 
DE UNA CONSTITUCIÓN
En 2019, la Constitución de la Re-

pública de Cuba pautó el camino 
para un futuro de mayores dere-
chos ciudadanos, entre ellos al-
gunos históricamente postergados 
para la comunidad LGBTIQ.
Para Vázquez Seijido, la nueva 

Carta Magna blinda una serie de 
derechos de esta comunidad y los 
artículos 40, 41, 42, 81 y 82 ases-
taron “un duro golpe al sistema 
patriarcal”.
“El reconocimiento de la diver-

sidad familiar que opera en el ar-
tículo 81 desarticuló el modelo 
heteropatriarcal respecto a la con-
figuración familiar en Cuba, a la 
vez que institucionalizó el afecto 
como elemento constitutivo de las 
familias”, afirma Vázquez Seijido.
Ese cambio de enfoque resulta 

esencial para el futuro de las fami-
lias homoparentales y el tránsito 
de una visión centrada en la filia-
ción (consanguineidad) a otra en-
focada en los afectos (parentesco).
“Este cambio de enfoque, que 

debe entronizar en cambios lega-
les siguiendo el dictado consti-
tucional, garantiza los derechos 
sexuales de las personas LGBTIQ, 
específicamente, aquellos rela-
tivos a formar una familia, tener 
hijos e hijas, tomar decisiones 
sobre nuestros propios cuerpos y 
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expresar nuestras sexualidades de 
manera plena, libre y responsable”, 
explica el jurista.
El reconocimiento legal de las 

parejas homoafectivas es el primer 
paso para garantizar el acceso a 
la reproducción humana asistida 
y la adopción. El nuevo Código de 
las Familias deberá resolver esa 
ausencia, pero su presentación al 
legislativo nacional ha sido pos-
tergada debido a la pandemia, un 
escenario que desde 2020 preveían 
activistas de la isla.
Pero ya se vislumbran algunos 

cambios en las concepciones que 
acogerá la nueva ley. Durante una 
emisión del programa televisi-
vo Hacemos Cuba, el ministro de 
Justicia adelantó que la figura del 
matrimonio debe estar en conso-
nancia con la Constitución y no 
reproducir ningún tipo de exclu-
sión. Lo mismo debe suceder con 
las figuras legales vinculadas a la 
reproducción humana asistida.
“Las ciencias médicas han creado 

diversas técnicas de reproducción 
asistida y el Código tiene que co-
nectar esas técnicas con su efecto 
jurídico”, afirmó Oscar Manuel Sil-
vera Martínez, ministro de Justicia 
e integrante de la comisión que 
tiene a su cargo redactar el nuevo 
Código de las Familias.
“Lo que debemos hacer es regular 

de forma muy actualizada, yo diría, 
esos nuevos adelantos de la cien-
cia para ampliar las posibilidades 
de formar familia, del nacimiento 
de nuestros hijos”, dijo el alto fun-
cionario y diputado a la Asamblea 
Nacional del Poder Popular.
Según la investigadora Yailyn Ro-

sales Sánchez, a partir de esos cam-

bios legales, no haría falta mucho 
más para que el Programa de Aten-
ción a la Pareja Infértil y los proce-
sos adopción en Cuba se atemperen 
a la sociedad cubana actual y ga-
ranticen los derechos de las parejas 
y familias homoafectivas.
Entre otras sugerencias, la espe-

cialista propone asumir el nombre 
de Programa de Reproducción Hu-
mana Asistida, garantizar la inclu-
sión paulatina de las parejas y fa-
milias homoafectivas, acelerar los 
esfuerzos por contar con bancos de 
semen y óvulos, incluir recursos de 
resiliencia en el acompañamiento 
psicológico a las parejas de gays y 
lesbianas, entre otras propuestas.
Las personas entrevistadas coin-

ciden en la necesidad de capacitar 

y sensibilizar tanto al personal de 
la salud, como a los operadores del 
derecho y la población cubana, en 
función de romper con los prejui-
cios y estigmas patriarcales que 
afectan los derechos de parejas y 
familias no heteronormativas. 
“No creo que la orientación se-

xual de las familias marque la di-
ferencia en ningún lugar. La base 
de todo está en cuánto eres capaz 
de poner para construir una familia 
que sea para todas las personas; 
que sea el lugar seguro a donde lle-
gar si un día regresas herida, con 
las alas rotas. Que sea un lugar se-
guro y tranquilo, donde compartas 
tus alegrías y tristezas”, concluye 
Liusba, una madre cubana libre del 
esquema patriarcal.
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LA MIGRACIÓN, 
OTRO RETO

POR DIXIE EDITH

Entre los múltiples desafíos del nuevo Código de las 
Familias, que se someterá a debate popular en los 
próximos meses, se incluye la necesidad de ponerlo 
en sintonía con las regulaciones migratorias vigen-
tes en Cuba desde 2013, no solo en su letra, sino 
también en su implementación posterior, coinciden 
especialistas. 
Para la psicóloga Consuelo Martín, resulta cada vez 

más común para las familias cubanas moverse en 
busca de bienestar, de satisfacer necesidades per-
sonales, profesionales o familiares; asentarse en 
uno o más países, ya sean receptores o de tránsi-
to; el incremento de la participación femenina en 
las migraciones; la vulnerabilidad de la infancia y 
los efectos de la movilidad internacional sobre las 
personas mayores.
Se trata de asuntos que reclaman “otros espacios 

de actuación en la sociedad”, lo cual se extien-
de también al entorno jurídico, considera Martín, 
profesora del Centro de Estudios Demográficos (Ce-
dem) de la Universidad de La Habana y estudiosa 
de las relaciones entre migración y familia. 
“Si bien la llamada familia transnacional se con-

cibe como tema del Derecho Internacional Privado 
e internacionalmente tiene mucha fuerza, desde el 
punto de vista del Derecho Civil, y específicamente 
del Derecho de Familia, no ha sido un tema privile-
giado en el mundo ni en Cuba”, asevera la experta. 
Julián Remón lo vive en carne propia. Habanero, 

de 33 años y trabajador por cuenta propia, viajó 
al extranjero en febrero de 2020 para visitar a su 
familia y también en busca de importar insumos 
necesarios para su negocio. En la isla quedó su 
novia, embarazada de 22 semanas y a cargo de la 
cafetería que gestionaban a cuatro manos.
La pandemia de covid-19 les cambió todos los 

planes. Remón se quedó varado fuera del país, por 
razones combinadas que prefiere no detallar; el ne-
gocio en Cuba quebró, la relación con la novia se 
deterioró y el bebé, al nacer, fue inscrito solo con 
los apellidos de la madre. 
“Ahora tengo un hijo que no tengo. Como no es-

tábamos formalmente casados, no se pudo inscri-
bir al niño automáticamente con mis apellidos, a 
pesar de que mis padres allá estuvieron todo el 
tiempo buscando soluciones. Mandar un poder no-
tarial se complicó mucho, sobre todo por lo caro 
que resulta y lo difícil que se ha vuelto cualquier 
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trámite legal en estas condicio-
nes”, explica Remón a SEMlac.
Finalmente, cuando el niño ya 

cumplió su primer año, las ges-
tiones legales y migratorias de 
este padre comienzan a encami-
narse y él confiesa –intercambios 
virtuales por medio– que no ve 
la hora de estar de regreso en la 
isla y “ver cómo me las arreglo 
para volver a empezar”.
Justo el tipo de conflicto que en-

frenta Remón debiera quedar bien 
definido en el próximo Código de 
las Familias, cuya actual versión, 
vigente desde 1975, necesita 
atemperarse a la contemporanei-
dad y debe configurarse desde la 
perspectiva de una “ley que impli-
ca la vida cotidiana de la gente”, al 
decir de Yamila González Ferrer, vi-
cepresidenta de la Unión Nacional 
de Juristas de Cuba (UNJC).  
“La transversalidad de la migra-

ción en temas como el matrimonio 
o la responsabilidad parental, por 
solo citar algunos, es esencial a 

tener en cuenta en cualquier legis-
lación de familia que se instituya 
en Cuba”, explica Leonardo Pérez 
Gallardo, presidente de la Socie-
dad Cubana de Derecho de Familia.
El desafío es complejo y así ha 

sido reconocido por múltiples es-
tudios. “Es muy difícil determinar, 
al menos de forma clara y expre-
sa, la relación que existe entre la 
migración internacional y la fami-
lia como fenómeno socio-jurídico, 
pues se matiza por la influencia de 
otras ciencias”, precisan las juris-
tas Claudia Lorena Morffi Collado y 
Grisel Galiano Maritan en su artí-
culo “Familia cubana y migraciones 
internacionales: una mirada desde 
las relaciones paterno-filiales”.
Los conflictos más comunes tie-

nen que ver con el reconocimiento 
legal de hijos e hijas, la autori-
zación para viajes al exterior de 
menores, las medidas definitivas a 
adoptar con ellos cuando uno de 
los padres ha abandonado el país 
de manera definitiva y lo concer-

niente a la suspensión y privación 
de la patria potestad, enumeran 
estas juristas en el texto publica-
do en 2018 por la Revista de Dere-
cho de la Universidad de Chile.
Ello se debe, en gran medida, “a 

que nos encontramos en presencia 
de una relación multicausal y con 
múltiples aristas, en la que conflu-
yen la desintegración familiar, el 
abandono por parte del emigrado, 
entre otros riesgos que implica el 
acto de migrar”, abundan Morffi y 
Galeano.

ATEMPERAR LAS LEYES
La más reciente reforma migrato-

ria en Cuba entró en vigor el 19 
de enero de 2013 y marcó cambios 
sustantivos en la manera en que 
cubanas y cubanos entran y salen 
del país, lo cual impacta directa-
mente en las relaciones familiares.
“Las modificaciones legislativas 

realizadas se corresponden con la 
doctrina más moderna de recono-
cimiento de la migración como un 
derecho humano; sin embargo, es-
tas modificaciones no han tenido 
su respectivo correlato en otras 
ramas del Derecho que continúan 
reguladas bajo una perspectiva 
migratoria diferente, como es el 
caso del Derecho de Familia”, ase-
guran Morffi y Galeano.
Entre los asuntos más polémicos 

están los derivados del ejercicio de 
la responsabilidad parental, cono-
cida tradicionalmente como patria 
potestad, coinciden especialistas.
La actual legislación de familia 

en Cuba establece que la emigra-
ción no priva a madres y padres 
del derecho de mantener su pa-
tria potestad, pues esta es irre-
nunciable e intransferible. Pero 
de ello se derivan múltiples inter-
pretaciones y no pocos desafíos.
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Por ejemplo, para Morffi y Ga-
leano, la interpretación de la nor-
ma en relación al carácter insus-
tituible e indelegable de la patria 
potestad “deja fuera el reconoci-
miento de otros valores y dere-
chos, como es el del interés supe-
rior del menor de edad”.
Por solo citar otro ejemplo, está 

el caso de abuelas y abuelos que 
quedan a cargo de los menores 
ante la salida del país de los pa-
dres y son tutores, pero, al no po-
der tener la patria potestad, no 
cuentan con todas las posibilida-
des de protegerlos legalmente en 
determinadas acciones jurídicas.

Igualmente, procesos como adju-
dicaciones de herencias, donacio-
nes o compraventas de inmuebles 
a favor de menores han quedado 
totalmente paralizados ante la im-
posibilidad material de que el pa-
dre que ha emigrado pueda acudir 
ante el consulado cubano en el ex-
tranjero a autorizar la correspon-
diente escritura de autorización, o 
simplemente correr con los gastos 
de dicho trámite. 
Están, también, las historias de 

reconocimientos filiatorios como 
la que ahora mismo vive Remón.
Además de responder a todos es-

tos retos, la nueva normativa de 

familia en Cuba apuesta por elimi-
nar los obstáculos al derecho de 
comunicación entre las diferentes 
personas que conforman un hogar, 
lo cual incluye a quienes viven o 
viajan fuera del país. 
La aspiración, según Pérez Ga-

llardo, es contar con un régimen 
de comunicación en red y que “el 
Derecho se proyecte sobre la co-
municación entre hermanos, abue-
los, tíos y sobrinos, abuelos y nie-
tos”, por solo citar ejemplos de las 
múltiples figuras que componen 
una familia, no siempre desde una 
perspectiva biológica, sino tam-
bién desde el cariño y los afectos.


